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INFORME DE LA AUDIENCIA DE CUENTAS DE CANARIAS

En trámite
9L/IAC-0025 De fiscalización de la contratación de derivados financieros por parte de los ayuntamientos, 
ejercicios 2009-2014.
	 (Registro de entrada núm. 9971, de 26/12/16).
	 Presidencia
	 La Mesa del Parlamento, en reunión celebrada el día 4 de enero de 2017, adoptó el acuerdo que se indica respecto 
del asunto de referencia:
	 15.- Informes de la Audiencia de Cuentas
	 15.9.- De fiscalización de la contratación de derivados financieros por parte de los ayuntamientos, ejercicios 
2009-2014.
	 Acuerdo:
	 En conformidad con lo previsto en el artículo 19 de la Ley 4/1989, de 2 de mayo de la Audiencia de Cuentas de 
Canarias, y según lo dispuesto en el artículo 188 del Reglamento de la Cámara, se acuerda remitir a la Comisión de 
Presupuestos y Hacienda el informe de referencia y ordenar su publicación en el Boletín Oficial del Parlamento.
	 De este acuerdo se dará traslado a la Audiencia de Cuentas.
	 En ejecución de dicho acuerdo y en conformidad con lo previsto en el artículo 107 del Reglamento del Parlamento 
de Canarias, dispongo su publicación en el Boletín Oficial del Parlamento.
	 En la sede del Parlamento, a 10 de enero de 2017.- PD el secretario general adjunto, Juan Manuel 
Díaz-Bertrana Sánchez.
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Abreviaturas, siglas y acrónimos

	 BM	 Banca March, S.A.
	 BSCH	 Banco Santander Central Hispano, S.A.
	 CMOF	 Contrato Marco de Operaciones Financieras.
	 LCSP	 Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público.
	 SWAP	 Operación de permuta financiera de tipos de Interés.
	 TRLCAP	 Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la 

Ley de Contratos de las Administraciones Públicas.

	 1. Introducción
	 1.1. Justificación.
	 De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1 de la Ley Territorial 4/1989, de 2 de mayo, de la Audiencia 
de Cuentas de Canarias, a este Órgano le corresponde la fiscalización externa de la gestión económica, financiera 
y contable del sector público de la Comunidad Autónoma de Canarias, del que forman parte las Entidades Locales 
situadas en el territorio de la Comunidad Autónoma, según el artículo 2 de la misma Ley.
	 En virtud del artículo 5.1 a) de la citada Ley y del acuerdo del Pleno de la Audiencia de Cuentas de 19 de 
diciembre de 2014, por el que se aprueba el Programa de Actuaciones del ejercicio 2015, se ha procedido a la 
“Fiscalización de la contratación de Derivados Financieros por parte de los Ayuntamientos, ejercicios 2009-2014”.

	 1.2. Objetivos.
	 La actuación fiscalizadora realizada ha sido de regularidad, limitada a los aspectos que se indican en el alcance, 
con los siguientes objetivos generales:
	 a) Determinar si se ha cumplido con la legalidad en la gestión de los fondos públicos.
	 b) Determinar si la información financiera recoge adecuadamente y de acuerdo con los principios contables de 
aplicación las operaciones de derivados financieros.

	 1.3. Alcance.
	 La actuación se ha referido a los ejercicios 2009-2014, sin perjuicio de que, cuando ha sido necesario, se han 
revisado actuaciones referidas a periodos anteriores o posteriores. 



Boletín Oficial del Parlamento de Canarias	 14 de marzo de 2017	 Núm. 74 / 3

	 El artículo 48 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la 
Ley Reguladora de las Haciendas Locales, establece que las entidades locales, sus organismos autónomos y los entes y 
sociedades mercantiles dependientes podrán concertar operaciones de crédito en todas sus modalidades, tanto a corto como 
a largo plazo, así como operaciones financieras de cobertura y gestión del riesgo del tipo de interés y del tipo de cambio.
	 Por otra parte, el artículo 97.2 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria introduce una 
limitación en cuanto a la finalidad de las operaciones basadas en instrumentos financieros: “…tendrán como 
finalidad tanto limitar el riesgo cambiario como limitar, diversificar o modificar el riesgo o el coste de la Deuda 
del Estado debido a la evolución de los tipos de interés, y a facilitar su colocación, negociación, administración y 
gestión. Estas operaciones se realizarán conforme a lo dispuesto en los artículos siguientes”. Esto es, sólo permite 
el uso de los instrumentos financieros como operaciones de cobertura y nunca con una finalidad especulativa. Estos 
últimos son los que se incluyen en el alcance de la presente fiscalización.
	 Durante la Planificación del trabajo se solicitó información a los 88 ayuntamientos de la Comunidad Autónoma de 
Canarias acerca de, si en los ejercicios 2009-2014 estuvieron vigentes en la corporación “Contratos de Operaciones 
de Permutas Financieras de Tipos de Interés (Swap)”, entendiendo por tales aquellos Derivados sobre el tipo de 
interés, que son objeto de la fiscalización.
	 Del total de ayuntamientos, se excluye el Ayuntamiento de Arrecife, ya que ha sido objeto de una “Fiscalización 
Parcial del Ayuntamiento de Arrecife. Cuenta General del ejercicio 2009” y según respuesta “no existen Operaciones 
adicionales a las que se analizan en el citado Informe”.
	 De los 87 ayuntamientos, 78 confirmaron que, en los ejercicios 2009-2014, no estuvieron vigentes en esa 
corporación “Contratos de Operaciones de Permutas Financieras de Tipos de Interés (Swap)” y nueve indicaron 
que tenían contratos. Del análisis de la documentación remitida, se comprobó que seis han quedado fuera de la 
fiscalización por tratarse de permutas financieras en las que el riesgo que cubren son las variaciones en los tipos de 
interés, operaciones permitidas por el artículo 97.2 de la LGP, al no tener una finalidad especulativa.
	 Inicialmente, se había incluido en el alcance subjetivo al Ayuntamiento de Tías (Lanzarote), que ha quedado 
excluido de la fiscalización porque las operaciones contratadas por el ayuntamiento eran de cobertura de los tipos 
de interés de las operaciones de préstamo concertadas.
	 Por lo que, la fiscalización se ha limitado a los contratos de operaciones de permuta financiera de carácter 
especulativo firmados por los Ayuntamientos de Gáldar (Gran Canaria) y San Bartolomé (Lanzarote).
	 El alcance de la revisión ha incluido:
	 • La verificación de que en la contratación de las operaciones, la corporación ha seguido el procedimiento 
legalmente establecido, respetando los principios de legalidad, transparencia y buena gestión exigibles en la 
utilización de los recursos públicos. 
	 • La comprobación de que se han establecido mecanismos de control interno, así como la razonabilidad de los 
documentos formalizados para la contratación de las operaciones.
	 • La verificación de los resultados financieros de cada una de las operaciones financieras contratadas por el 
ayuntamiento. Comprobando la existencia de documentación que justifique la idoneidad del instrumento financiero 
como la elección de la entidad con la que se firmó la operación.
	 El trabajo se ha llevado a cabo de conformidad con los Principios y Normas de Auditoría del Sector Público 
elaborados por la Comisión de Coordinación de los Órganos Públicos de Control Externo del Estado Español, las 
ISSAI-ES (Nivel III) y con las Normas Internas de fiscalización aprobadas por el Pleno de la Audiencia de Cuentas.
	 El trabajo de campo concluyó el 11 de mayo de 2016.

	 1.4. Limitación al alcance.
	 En el Ayuntamiento de Gáldar sólo se ha localizado el Contrato Marco de 30 de abril de 2004 y la confirmación 
de permuta financiera de tipo de interés de 30 de junio de 2010, no constando el resto de documentación relativa a 
las operaciones de derivados financieros. 
	 Ello ha impedido realizar el análisis de la documentación relativa a dos de las confirmaciones financieras firmadas 
por la corporación y que debían integrar dicho expediente.

	 1.5. Opinión.
	 Como resultado de la fiscalización efectuada, se ha obtenido la siguiente opinión:
	 a) La actividad económico-financiera llevada a cabo por los Ayuntamientos de Gáldar y San Bartolomé, en la 
contratación de los derivados financieros objeto de la presente fiscalización, no se ha ajustado con carácter general 
a la normativa de aplicación.
	 b) La contabilización de las operaciones de derivados financieros por los Ayuntamientos de Gáldar y San 
Bartolomé se ha realizado de acuerdo con los principios contables que le son de aplicación.

	 1.6. Marco jurídico, presupuestario y contable.
	 La legislación reguladora de la actividad económica, financiera objeto de la presente fiscalización figura en las 
siguientes disposiciones:
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	 - Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local.
	 - Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.
	 - Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.
	 - Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público.
	 - Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos 
de las Administraciones Públicas.
	 - Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora 
de las Haciendas Locales.
	 - Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de 
Contratos del Sector Público.
	 - Real Decreto de 24 de julio de 1889 por el que se publica el Código Civil.
	 - Real Decreto 500/1990, de 20 de abril, por el que se desarrolla el capítulo primero del título sexto de la 
Ley 39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales, en materia de presupuestos.
	 - Real Decreto 1.098/2001, de 12 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento General de la Ley de Contratos 
de las Administraciones Públicas.
	 - Orden de 20 de septiembre de 1989 del Ministerio de Economía y Hacienda por la que se establece la estructura 
de los presupuestos de las entidades locales.
	 - Orden EHA/3565/2008, de 3 de diciembre, por la que se aprueba la estructura de los presupuestos de las 
entidades locales.

	 2. Resultados de la fiscalización
	 2.1. Aspectos generales.
	 La actuación deriva de la “Fiscalización Parcial del Ayuntamiento de Arrecife. Cuenta General del ejercicio 2009” 
en la que se comprobó la existencia de una operación de permuta financiera de tipos de interés (en adelante, SWAP), 
en la que las dos partes (ayuntamiento y banco) acuerdan durante un periodo determinado, un intercambio mutuo 
de pagos, calculados sobre un mismo importe nominal (riesgo cubierto) pero con tipos de referencia distintos. Una 
de las partes paga los intereses a tipo variable en función del Euribor, mientras que la otra lo hace a tipo fijo. Por 
lo que, se consideró necesario por el Pleno de la Audiencia de Cuentas de Canarias la determinación de la posible 
existencia de este tipo de operaciones en otros ayuntamientos de la Comunidad Autónoma de Canarias. 
	 El Contrato Marco de Operaciones Financieras (en adelante, CMOF) es el que regula las condiciones que regirán el 
contrato de derivados financieros. En tanto que el pliego de cada operación contratada, recoge las condiciones particulares. 
	 Ambos documentos constituyen una unidad y conforman el objeto del contrato de gestión de riesgos financieros. 
	 Se trata, por tanto, de un derivado financiero cuyo valor se basa en el precio de otro activo denominado activo 
subyacente, en este caso, el tipo de interés.
	 Los derivados financieros, como su nombre indica, son productos que derivan de otros productos financieros. En 
definitiva, los derivados no son más que hipotéticas operaciones que se liquidan por diferencias entre el precio de 
mercado del subyacente y el precio pactado. 
	 Las características generales de los derivados financieros son los siguientes: 
	 - Su valor cambia en respuesta a los cambios de precio del activo subyacente. En el presente caso, tipos de 
interés. 
	 - Requiere una inversión inicial neta muy pequeña o nula, respecto a otro tipo de contratos que tienen una 
respuesta similar ante cambios en las condiciones del mercado. 
	 - Se liquidará en una fecha futura.
	 - Pueden cotizarse en mercados organizados (como las bolsas) o no organizados. 
	 Así, los SWAPs incluidos en el alcance del presente trabajo, consisten en un contrato de permuta o intercambio 
de tipo de interés, que no se enmarcan en el interés general que debe perseguir todo gestor público y que fueron 
realizados sin la debida transparencia, dado que no se reflejaron en las notas de la Memoria de la Cuenta General.
	 En un SWAP sobre el tipo de interés es fundamental el valorar si el nivel de barrera que la entidad financiera fija, 
es coherente o no con las previsiones a futuro sobre la evolución del tipo de referencia, esto es, el Euribor.
	 Por tanto, se trata de un producto complejo y de alto riesgo, especulando con la evolución de los tipos de interés, 
diseñado de tal forma que no solo no cubre el riesgo de fluctuación de los tipos de interés sino que lo incrementa: en 
caso de subida de los tipos se compensa al cliente con una cantidad en función de dicha subida; pero se establecen 
una serie de barreras y escalas que limitan la compensación y hacen que no sea proporcional a la subida; en cambio 
en el caso de bajada de los tipos, se incrementa el riesgo del cliente de forma desproporcionada a la protección que 
se le ofrece en caso de subida. 
	 Todo ello, significa que la operación no cubre riesgo alguno de ninguna operación material. Se crea 
innecesariamente una exposición al riesgo de variación de los tipos de interés. 
	 En este sentido, la Sentencia 74/2010 del Juzgado de Primera Instancia Número 6 de Vigo, en su Fundamento de 
Derecho cuarto afirma que:
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	 “(…) La propia Comisión Nacional del Mercado de Valores ha catalogado estos productos como de alto 
riesgo, esto es, para un perfil de clientes altamente especulativo y que está especialmente dirigido a empresas con 
necesidades de cobertura de divisas y tipos de interés por asuntos de exportaciones e importaciones, difícil de 
explicar y comprender para un usuario habitual”.
	 Afirmación ratificada por el pronunciamiento del Defensor del Pueblo en el expediente Número 09012179 donde 
afirma:
	 “Esta Institución considera que, estos productos complejos que operan con derivados financieros, están diseñados 
de tal forma que no cubren el riesgo de fluctuación de los tipos de interés, si se compensa a los clientes con una 
cantidad en función de esa subida, pero al establecerse una serie de barreras y escalas, limitan la compensación, 
no resultando proporcional a la subida de los tipos de interés, en cambio, en el caso de bajada, los clientes asumen 
íntegramente todo el riesgo, teniendo que pagar mucho más de lo que reciben en el caso de una subida de los tipos 
de la misma cuantía, y mucho más de lo que ahorran en la cuota del préstamo, incrementándose el riesgo de una 
forma desproporcionada a la protección que se les ofrece en el caso de subida, resultando que estos productos no 
son un instrumento de garantía para los clientes, sino un producto especulativo, que beneficia, en todo caso, a las 
entidades financieras. No tratándose, por tanto, de productos que cumplan con el objetivo buscado por el citado 
artículo 19 de la Ley 36/2003, del 11 de noviembre”.
	 Igualmente, en la Resolución del Banco de España dictada en junio de 2009, en su consideración Jurídica y de 
Buena Práctica Bancaria, en el apartado 2.2 indica:
	 “En definitiva, las entidades antes de formalizar la contratación de estos productos deben cerciorarse de que 
sus clientes son conscientes de circunstancias tales como:
	 (…) c) De manera complementaria a lo señalado en el apartado b) anterior, en caso de que se pretenda la 
cancelación anticipada del contrato de permuta, la posibilidad de que, igualmente, bajo escenarios de evolución 
de los tipos de interés bajista, se generen pérdidas que pueden llegar a ser importantes, tanto mayores, cuando 
mayor sea el diferencial medio esperado entre los tipos a pagar y cobrar, para el periodo residual de vigencia 
de la permuta financiera. En cualquier caso, la manera específica en que se calculará el coste en esa situación. 
Es evidente que a los clientes les interesa conocer tanto el método que se utilizará para determinar ese coste de 
cancelación (…) como una estimación, siquiera aproximada, de dicho coste (por ejemplo para el peor escenario 
posible, esto es, bajo la hipótesis de que el Euribor a 12 meses tienda a cero). 
	 Tanto el criterio que se usará para determinar el coste asociado a la cancelación anticipada de la permuta como el 
coste asociado a cada criterio constituyen una información trascendente para la adopción de decisiones de cobertura 
por parte de los clientes y, en definitiva, para que valoren la conveniencia o no de, contratar el producto ofrecido”.
	 Es de destacar, que estamos en presencia de lo que la doctrina denomina contrato-tipo, un contrato de adhesión 
en el que la corporación no convino con la entidad financiera negociación alguna del clausulado del SWAP ni de los 
tipos de interés establecidos para cada periodo. Por tanto, se limitó, simplemente a adherirse al contenido del mismo.
	 Lo que lleva aparejada que la posición de fuerza dominante que la entidad financiera ostenta frente al cliente, la 
ejerza posicionándose jurídicamente en una mejor situación que el ayuntamiento en el contrato.
	 Al ser redactado unilateralmente por la entidad financiera se producen renuncias a derechos y exclusiones de 
facultades del ayuntamiento que la posicionan en una situación claramente más ventajosa.
	 La Sentencia de la Audiencia Provincial de Barcelona (sección 6ª n° 516/2012, de 5 de junio) califica este 
contrato de aleatorio o especulativo, complejo y de alto riesgo.
	 El Consejo Consultivo de Andalucía en informe 698 / 2011, de 27 de octubre, califica estos contratos como un 
contrato para la prestación de servicios financieros, servicios bancarios y de inversiones, a los que son de aplicación 
los requisitos que se exigen a los contratos administrativos en cuanto a su preparación y adjudicación.
	 El Consejo Consultivo de Canarias en dictamen 157/ 2013, de 2 de mayo, viene a señalar que estos contratos 
en realidad no cubren riesgos sino que ordenan fluctuaciones monetarias, por eso se denominan de “permuta 
financiera”.
	 Por otra parte, aunque el contrato en cuestión es un contrato privado, conforme a los artículos 9 del 
Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos 
de las Administraciones Públicas (en adelante, TRLCAP) y 20.1 de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos 
del Sector Público (en adelante, LCSP), incardinado en la categoría 6 del artículo 206 del TRLCAP y la misma 
del anexo II de la LCSP, entendido como contrato para prestación de servicios financieros, servicios bancarios 
y de inversiones, hay que examinarlo a la luz de lo dispuesto en el TRLCAP y LCSP (vigentes en el periodo de 
vigencia de los contratos) que también resulta de aplicación a los contratos privados, en cuanto a su preparación y 
adjudicación (artículos 9 del TRLCAP y 20 de la LCSP). 
	 En este sentido, para la contratación de los SWAPs, las corporaciones prescindieron total y absolutamente del 
procedimiento legalmente establecido y, por ello, al margen de los mecanismos de control interno. Así, procedieron 
a la adhesión a un contrato tipo y no realizaron ningún acto de preparación ni adjudicación del contrato. Por tanto, 
no hubo expediente que a estos efectos se integra por la necesidad de consignación presupuestaria, la competencia, 
las cláusulas administrativas y técnicas y la aprobación del gasto, la fiscalización previa, la adjudicación del contrato 
atendiendo a los principios de publicidad y concurrencia.



Núm. 74 / 6	 14 de marzo de 2017	 Boletín Oficial del Parlamento de Canarias

	 Además, los contratos que constan en las dos corporaciones fueron suscritos por los alcaldes-presidentes de los 
ayuntamientos, cuando la competencia es irrenunciable y se ejercerá precisamente por los órganos administrativos 
que la tengan atribuida como propia, hay que analizar la normativa aplicable:
	 - El artículo 21.1.ñ) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local (vigente hasta 
el 29 de abril de 2008), derogada por la letra b) de la disposición derogatoria única de la LCSP, disponía que el 
alcalde-presidente ostentaba las siguientes atribuciones, “Las contrataciones y concesiones de toda clase cuando su 
importe no supere el 10 por ciento de los recursos ordinarios del Presupuesto ni, en cualquier caso, los seis millones 
de euros incluidas las de carácter plurianual, cuando su duración no sea superior a cuatro años, siempre que el 
importe acumulado de todas sus anualidades no supere ni el porcentaje indicado, referido a los recursos ordinarios 
del presupuesto del primer ejercicio, ni la cuantía señalada”. 
	 - En tanto, que la disposición adicional segunda de la LCSP disponía, en su párrafo primero, que “corresponden a 
los Alcaldes y a los Presidentes de las Entidades locales las competencias como órgano de contratación respecto de 
(...) los contratos privados cuando su importe no supere el 10 por ciento de los recursos ordinarios del presupuesto 
ni, en cualquier caso, la cuantía de seis millones de euros, incluidos los de carácter plurianual cuando su duración 
no sea superior a cuatro años, siempre que el importe acumulado de todas sus anualidades no supere ni el porcentaje 
indicado, referido a los recursos ordinarios del presupuesto del primer ejercicio, ni la cuantía señalada”. El párrafo 
segundo de dicha disposición adicional dispone que “corresponde al Pleno las competencias como órgano de 
contratación respecto de los contratos no mencionados en el apartado anterior que celebre la Entidad local”. Al 
igual que sucedía, con anterioridad a la misma, con la LCSP.
	 La LCSP a su vez fue derogada por el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por 
Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, en vigor desde el 16 de diciembre de 2011, que mantuvo la misma 
distribución competencial que la LCSP. 
	 Por otra parte, no consta ningún documento de las corporaciones que razonen y justifiquen las decisiones tomadas 
a lo largo del periodo de vigencia de los contratos, por lo que no se ha obtenido ninguna evidencia de los motivos y 
razonamientos seguidos, dado que no se ha aportado justificación alguna de la operación.
	 Los ayuntamientos, para tener una postura en esas negociaciones, deberían haber realizado su propio análisis de 
expectativas, de evolución de los tipos de interés, y de las condiciones de opción que hacían interesante y razonable la misma. 
	 Por todo ello, se puede concluir que no se respetaron los principios de legalidad, transparencia y buena gestión 
exigibles en la utilización de los recursos públicos, sin que en su manejo se haya garantizado su integridad y seguridad.

	 2.2. Contratos de permuta financiera de tipos de interés.
	 De acuerdo con lo expuesto, en el presente informe son objeto de tratamiento diferenciado los contratos de los 
Ayuntamientos de Gáldar y de San Bartolomé.

	 2.2.1. Ayuntamiento de Gáldar.
	 El ayuntamiento formalizó entre los ejercicios 2004 y 2014 los siguientes contratos de SWAPs:
	 1.- CMOF de 30 de abril de 2004 que regula, entre otros, los SWAPs suscritos entre el ayuntamiento y el 
Banco de Santander Central Hispano, S.A. (en adelante, BSCH) al amparo de dicho CMOF.
	 En el anexo I del CMOF, no se identifica la firma, aunque según el Interventor municipal se trata de la del 
alcalde-presidente.
	 2.- “Contrato de Confirmación de Permuta Financiera de Tipo de Interés” (“Swap Tipo Fijo Escalonado”) con 
el BSCH de 30 de junio de 2010, por importe nominal de 6 millones de € y vencimiento 02 de julio 2014.
	 Operación en la que se acordó cancelar anticipadamente, con efectos 30 de junio de 2010, los siguientes SWAPs 
contratados por el ayuntamiento:
	 - De 15 de octubre de 2007 y vencimiento 15 de octubre de 2012, por importe nominal de 1,5 millones de €.
	 - De 18 de abril de 2008 y vencimiento 18 de abril de 2012, por importe nominal de 4,5 millones de €.
	 Al SWAP de 30 de junio de 2010. Se adjunta un “Test de Conveniencia para Banca Empresas”, firmado por el 
alcalde-presidente y la secretaria de la corporación.
	 A lo largo de la vigencia del CMOF, así como de los sucesivos SWAPs se pusieron de manifiesto las siguientes 
deficiencias:
	 • No existe expediente de contratación, sólo hubo formalización del contrato.
	 • El CMOF, según el expositivo II había sido elaborado por la Asociación Española de Banca Privada. La estipulación 
2ª del referido contrato establecía que su objeto era la regulación de la relación negocial que surja entre las partes, como 
consecuencia de la realización de determinadas operaciones, describiéndose al efecto diferentes permutas financieras 
(SWAPs). En cualquier caso se remitía a los anexos I y II, que formaban una unidad, y también al documento de confirmación 
en el que se concretarían las correspondientes operaciones financieras, integrando asimismo el objeto del contrato. 
	 No figura el anexo II mencionado en la estipulación 1.1 del CMOF y al que se refiere el punto 12 del anexo I que 
recoge una fórmula que se dice sustituye a la que debería aparecer en el anexo II, sin que conste el alcance de esa 
modificación; lo que implica el incumplimiento del deber de información.
	 • No constan los contratos de SWAPs, salvo el firmado el 30 de junio de 2010.
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	 El CMOF firmado el 30 de abril de 2004, por el alcalde-presidente, lo fue cuando estaba vigente el TRLCAP, 
así como para las “Operaciones de Permuta Financiera de Tipos de Interés” suscritas el 15 de octubre de 2007, 
por importe de 1,5 millones de € y duración cinco años; y el 18 de abril de 2008, por importe de 4,5 millones 
de € y duración cuatro años, de las que no consta contrato y se acuerda su cancelación anticipada en el “Contrato 
de confirmación de permuta financiera de tipo de interés” de 30 de junio de 2010, por importe 6 millones de € y 
duración cuatro años, siendo aplicable a esta última confirmación la LCSP.
	 Invadiendo el alcalde-presidente una competencia reservada al Pleno, dado que correspondía a este último la 
competencia como órgano de contratación, por tratarse de un contrato que superaba el 10 % de los recursos ordinarios. 
Dado que la cuantía del contrato es el precio del mismo, 6 millones de €, y no el importe de las indemnizaciones 
generadas a su amparo.
	 A lo largo de la vigencia del CMOF, así como de los sucesivos SWAPs se ha puesto de manifiesto el coste 
financiero generado que ascendió a 957.584 euros.
	 Tampoco consta que durante la vigencia del CMOF, así como de los sucesivos SWAPs existieran informes 
emitidos por los servicios municipales con relación a dichas operaciones.
	 Con fecha de registro de entrada en la Audiencia de Cuentas de Canarias de 11 de mayo de 2016, la Intervención 
municipal puso en conocimiento de la Institución que, existiendo indicios de que el citado contrato pudiera ser nulo, 
por haberse prescindido total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido en materia de contratación 
(artículo 62.1.e de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Pública y 
del Procedimiento Administrativo Común), el alcalde-presidente había solicitado el preceptivo informe jurídico en 
orden a que, si hubiera lugar a ello, por parte del ayuntamiento se inicie el correspondiente expediente de revisión 
de oficio y el ejercicio de las acciones judiciales a que haya lugar en derecho.
	 El informe jurídico que se emite el 8 de julio de 2016 concluye que la adjudicación del CMOF de 30 de abril 
de 2004 y los sucesivos contratos de permuta financiera de tipo de interés, de 18 de abril de 2008 y 30 de junio de 
2010, suscritos entre el ayuntamiento y el Banco Santander, es nula de pleno derecho, y que cabe la formulación de 
la acción de nulidad ante la jurisdicción civil.
	 Mediante resolución del alcalde de 28 de julio de 2016 se acordó la interposición de las acciones judiciales 
pertinentes contra la entidad Banco Santander S.A. para que se declare la nulidad de los contratos y se solicite el 
reembolso o reintegro de las cantidades satisfechas indebidamente; designando al Letrado que emite el informe 
jurídico y a un Procurador para que, respectivamente, asuman la dirección legal y representación procesal del 
ayuntamiento en el procedimiento judicial a tramitar”.
	 Siendo la consecuencia obligada de la nulidad la restitución recíproca de las prestaciones objeto del contrato, con 
sus frutos e intereses (artículo 1303 Real Decreto de 24 de julio de 1889 por el que se publica el Código Civil).

	 2.2.2. Ayuntamiento de San Bartolomé
	 El ayuntamiento formalizó entre los ejercicios 2004 y 2014 los siguientes contratos de SWAPs con el BSCH y 
la Banca March, S.A. (en adelante, BM).
	 Con el BSCH, un CMOF y sucesivos SWAPs.
	 El CMOF, que fue firmado el 25 de octubre de 2004 y ratificado por el Pleno del ayuntamiento el 19 de noviembre 
de 2004 no consta en el expediente, aunque sí el Contrato de “Confirmación de Permuta Financiera de Tipos de 
Interés” (“Swap In Arrears 3X12”) de 25 de octubre de 2004, fecha de inicio de 27 de octubre de 2004 y de 
vencimiento de 27 de octubre de 2006, por importe nominal de 10,5 millones de €, en el que figura el contenido 
económico al que se refiere el acuerdo plenario de ratificación.
	 Además, se firmaron las confirmaciones siguientes:
	 1.- Contrato de “Confirmación de Permuta Financiera de Tipos de Interés con CAP” (“Swap Bonificado 3x12 
con Barrera Knock-in in arreas”) de 9 de febrero de 2005, fecha de inicio 13 de abril de 2005 y de vencimiento 13 
de abril de 2007, por un importe nominal 1,2 millones de €. El 18 de marzo de 2005, el Pleno acuerda “Ratificar 
la firma del Contrato Marco de Operaciones Financieras, para la permuta financiera de tipos de interés, firmado 
entre el Banco Santander Central-Hispano, S.A. y este Ayuntamiento”.
	 2.- Contrato de “Confirmación de Permuta Financiera de Tipos de Interés” (“Swap Bonificado Escalonado con 
Barrera Knock-In Arrears”) de 15 de marzo de 2006, fecha de inicio de 11 de julio de 2005 y vencimiento 13 de 
julio de 2009, con importe nominal 1,2 millones de €. 
	 Y “Cancelación anticipada de:
	 - la Operación de Permuta Financiera de Tipos de Interés” contratada en fecha 13 de junio de 2005 por importe 
de 10,5 millones de € y vencimiento 29 de octubre de 2007, con efectos desde el 15 de marzo de 2006, que no ha 
sido proporcionado por la corporación, pero a la que se hace referencia en el contrato de confirmación.
	 - la Operación de Permuta Financiera de Tipos de Interés” contratada en fecha 25 de octubre de 2004, por 
importe de 10,5 millones de € y vencimiento 27 de octubre de 2006, con efectos desde el 15 de marzo de 2006. 
	 3.- Contrato de “Confirmación de Permuta Financiera de Tipos de Interés” (“Swap Bonificado Escalonado con 
Barrera Knock-In Arrears”) de 15 de marzo de 2006, fecha de inicio 27 de octubre de 2005 y de vencimiento 27 de 
octubre de 2009, con importe nominal 10,5 millones de €. 
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	 Y “Cancelación anticipada de	 la Operación de Permuta Financiera de Tipos de Interés” contratada en fecha 
8 de julio de 2005 por importe de 1,2 millones de € y vencimiento 11 de julio de 2007, con efectos desde el 15 de 
marzo de 2006. No se dispone de la documentación relativa a la operación de permuta, tal y como se indica en la 
propuesta de resolución del Pleno de 27 de marzo de 2013.
	 4.- Contrato de “Confirmación de Permuta Financiera de Tipos de Interés” (“Swap Bonificado Reversible 
Media”) de 24 de octubre de 2006, fecha de inicio 26 de octubre de 2006 y vencimiento 26 de octubre de 2010, con 
importe nominal de 10,5 millones de €. Constituye una confirmación a los efectos establecidos en el CMOF suscrito 
por las partes con fecha 12 de abril de 2004.
	 Y “Cancelación anticipada de la Operación de Permuta Financiera de Tipos de Interés” de 15 de marzo de 
2006 por importe de 10,5 millones de € y vencimiento 27 de octubre de 2009, con efectos desde el 24 de octubre 
de 2006, fecha de cancelación anticipada.
	 5.- Contrato de “Confirmación de Permuta Financiera de Tipo de Interés” (“Swap Flotante Bonificado”) de 20 
de febrero de 2008, fecha de inicio de 22 de febrero de 2008 y de vencimiento 22 de febrero de 2013, con importe 
nominal de 10,5 millones de €. 
	 Y “Cancelación anticipada de la Operación de Permuta Financiera de Tipos de Interés” de 24 de octubre de 
2006 por importe de 10,5 millones de euros y vencimiento 26 de octubre de 2010, con efectos desde el 20 de febrero 
de 2008, fecha de cancelación anticipada.
Dichas renegociaciones son modificaciones de los niveles de barrera y por las que los contratantes proceden a la 
cancelación anticipada del derivado financiero y a la contratación, en un mismo acto, de otro derivado financiero 
con otro tipo de funcionamiento.
	 Los sucesivos contratos arrastraron las pérdidas de unas operaciones a las siguientes.
	 Las pérdidas generadas a la corporación, por los sucesivos SWAPs derivados del CMOF de 25 de octubre de 
2004, ascienden a 1,6 millones de €.
	 El CMOF ratificado por el Pleno en 19 de noviembre de 2004 y los posteriores de confirmación de permuta 
financiera de tipos de interés no servían de cobertura financiera a una deuda concreta del ayuntamiento.
	 Además, los contratos fueron suscritos entre los sucesivos alcaldes-presidentes. Las operaciones de 25 de octubre de 
2004 y de 15 de marzo de 2005, aunque fueron firmadas por el alcalde-presidente, se ratificaron por el Pleno en sesiones 
de 19 de noviembre de 2004 y 18 de marzo de 2005. Recordando que la competencia es irrenunciable y se ejercerá 
precisamente por los órganos administrativos que la tengan atribuida como propia, los alcaldes-presidentes invadieron 
una competencia reservada al Pleno, dado que correspondía a este último la competencia como órgano de contratación, 
por tratarse de un contrato de cuantía superior a 6 millones de € y duración superior a cuatro años. Dado que la cuantía del 
contrato es el precio del mismo, 10,5 millones de €, y no el importe de las indemnizaciones generadas a su amparo.
	 A lo largo de la vigencia del CMOF de 25 de octubre de 2004, así como de los sucesivos SWAPs se emitieron 
diversos informes por órganos de la corporación.
	 El 27 de mayo de 2013, el Pleno de la corporación acordó iniciar el procedimiento de revisión de oficio y 
declaración de nulidad de pleno derecho del CMOF, suscrito entre este ayuntamiento y el BSCH el 25 de octubre 
de 2004, así como de los sucesivos SWAPs suscritos al amparo de dicho CMOF. Por lo que, la alcaldesa-Presidenta 
solicitó Dictamen del Consejo Consultivo de Canarias en relación con la propuesta de resolución, con forma de 
acuerdo plenario tomado en consideración la sesión celebrada el 27 de mayo de 2013.
	 El 19 de septiembre de 2013, el Consejo Consultivo de Canarias emitió el Dictamen 304/2013, en el que se 
recogen las deficiencias mencionadas, concluyendo, que:
	 “1. La adjudicación del Contrato Marco de Operaciones Financieras (CMOF) suscrito el 25 de octubre de 2004 
y ratificado por el Pleno del Ayuntamiento de San Bartolomé el 19 de noviembre de 2004, y los sucesivos contratos 
de permuta financiera de tipos de interés (Swap) suscritos entre dicho Ayuntamiento y el B.S. son nulas de pleno 
derecho”.
	 Lo que conlleva la restitución recíproca de las prestaciones objeto del contrato.
	 Mediante acuerdo adoptado por el Pleno en sesión celebrada el día 23 de octubre de 2013 fueron declarados 
nulos de pleno derecho el CMOF, suscrito entre el BSCH y el ayuntamiento el 25 de octubre de 2004 y los sucesivos 
contratos de permuta financiera de tipos de interés al amparo de dicho contrato marco.
	 En sesión celebrada el día 9 de diciembre de 2013 se acordó compensar de oficio, previa tramitación del 
correspondiente procedimiento, con trámite de audiencia a la entidad bancaria, detrayéndose la cantidad cobrada 
indebidamente por un importe de 1,6 millones de €.
	 En cuanto a la “Confirmación Operación Swap de Tipos de Interés” (“Interest Rate Swap”) firmado con la BM 
con fecha de operación 15 de septiembre de 2005, inicio 1 de abril de 2006 y vencimiento 1 de abril de 2016 por 
importe nominal de 2,4 millones de €, sólo cuenta con la firma del alcalde-presidente. Confirmación que forma parte 
y está sujeta al CMOF firmado por ambas partes el 14 de septiembre de 2005. 
	 El 27 de mayo de 2013, el Pleno del ayuntamiento adoptó el acuerdo de incoar de oficio el procedimiento que tenía 
por objeto la nulidad de pleno derecho del SWAP suscrito el 15 de septiembre de 2005, entre el ayuntamiento y la BM.
	 Mediante escrito de 10 de julio de 2013, la alcaldesa-Presidenta solicitó Dictamen del Consejo Consultivo de 
Canarias en relación con la propuesta de resolución, con forma de acuerdo plenario tomado en sesión celebrada el 27 
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de mayo de 2013, por la que se pretendía la declaración de nulidad de pleno derecho del SWAP, de 15 de septiembre 
de 2005, suscrito entre el ayuntamiento y la BM.
	 El 19 de septiembre de 2013, el Consejo Consultivo de Canarias emitió el Dictamen 305/2013, concluyendo, que 
la declaración de nulidad del SWAP, de 15 de septiembre de 2005 no es conforme a derecho.
	 El 27 de enero de 2014, el Pleno municipal adoptó los acuerdos de dejar sin efecto el anterior acuerdo plenario 
del día 9 de diciembre de 2013 de incoación de revisión de oficio y de incoar uno nuevo, esta vez del “contrato 
marco de 14 de septiembre de 2005 y de permuta financiera de 15 de septiembre de 2005”. Así como, nombrar 
instructor y secretario del citado procedimiento administrativo, para la declaración de nulidad de pleno derecho, a 
dos funcionarios del ayuntamiento.
	 El 10 de marzo de 2014, se formuló la propuesta de resolución por el funcionario-instructor, en la que se indica, entre 
los fundamentos de derecho, que los documentos de operaciones financieras obrantes en el expediente son los siguientes:
	 - CMOF de 14 de septiembre de 2005, que no cuenta con la firma del alcalde-presidente. 
	 - Confirmación de operación SWAP de tipos de interés de 15 de septiembre de 2005, en el que sólo obra la firma 
del alcalde-presidente.
	 - Póliza de préstamo personal de 15 de marzo de 2005, por importe de 2,5 millones de €, con fecha de inicio 
1 de abril de 2005 y de vencimiento 1 de abril de 2025, que no contiene firma alguna ni cláusula que indique que las 
operaciones financieras fueron concertadas para cubrir el riesgo de tipos de interés de dicho préstamo.
	 La propuesta expone, en relación con este apartado, que no existe definición legal del contrato de permuta 
financiera, señalando la doctrina que se trata de una modalidad de contrato importada del derecho anglosajón, en 
virtud de la cual se concertó como una transacción financiera mediante la cual las partes acuerdan intercambiar 
flujos de pago en el tiempo con la mutua suposición de verse ambos favorecidos en el trueque, indicando que 
toda operación de SWAP depende de un contrato marco o contrato de compensación de operaciones financieras 
redactado y aprobado por la Asociación Española de Banca y confederación Española de Cajas de Ahorros.
	 El CMOF de 14 de septiembre de 2005 y el SWAP de 15 de septiembre de 2005 se suscribieron bajo la vigencia del 
hoy derogado TRLCAP, señalando la disposición transitoria primera 2 de la LCSP, que los contratos administrativos 
adjudicados con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley se regirían, en cuanto a su efectos, cumplimiento y 
extinción, incluida su duración y régimen de prórrogas, por la normativa anterior.
	 Por consiguiente, resulta de aplicación a las citadas operaciones financieras el TRLCAP, el cual señalaba en su 
artículo 3.1 K) que quedaban excluidos de la citada ley, los contratos de préstamos, créditos u otras de naturaleza 
análoga, así como, los contratos relacionados con instrumentos financieros derivados concertados para cubrir riesgos 
de tipo de interés y de cambio derivados de los anteriores.
	 Los citados SWAPs no se realizaron o concertaron con el fin de garantizar los riesgos de tipo de interés derivados 
de un préstamo previamente concertado entre el ayuntamiento y la BM de 15 de marzo de 2005, tal y como manifiesta 
la entidad bancaria en su escrito de alegaciones.
	 Y ello debido a que del examen y análisis del CMOF de 14 de septiembre de 2005 y de la póliza de préstamo 
de 15 de marzo de 2005, se desprende que no contienen cláusula alguna que indique que los mencionados SWAPs 
fueron concertados para cubrir el riego de tipo de interés del préstamo firmado seis meses antes.
	 Asimismo, en el informe de la Intervención de 31 de octubre de 2013, se puso de manifiesto que no obraba 
documento alguno en la intervención para que se pueda acreditar la vinculación entre el SWAP suscrito con la BM 
en fecha 15 de septiembre de 2005 y el préstamo a largo plazo de importe de 2,5 millones de €, de fecha 15 de marzo 
de 2005 con la misma entidad.
	 La propuesta, expone, asimismo que, al no constar que las citadas operaciones financieras estuvieran relacionadas 
o asociadas con ninguna otra operación financiera u otros contratos de préstamo o crédito del ayuntamiento, no 
se encuentran excluidos de la citada legislación de contratos de las administraciones públicas, resultando, por 
consiguiente, aplicable la misma.
	 En definitiva, la operaciones financieras citadas no estaban excluidas de la legislación en materia de contratos de 
las administraciones públicas, teniendo la naturaleza o régimen jurídico de contratos de servicios, encuadrándose en 
la categoría 6 del anexo II del TRLCAP, por lo que en aplicación del artículo 9.2 del TRLCAP tienen la consideración 
de contratos privados que se rigen en cuanto a preparación y adjudicación por la normativa en materia de contratos 
de las administraciones públicas, y en cuanto a efectos y extinción por la legislación privada.
	 La propuesta de resolución considera que:
	 1) Se prescindió total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido en materia de contratación. 
Tanto para el CMOF de 14 de septiembre de 2005, como para el contrato de SWAP suscrito el 15 de septiembre de 
2005, pues al tratarse de contratos privados debió acudirse en cuanto a su preparación y adjudicación a las normas 
de la legislación de aplicación en materia de contratación administrativa.
	 2) En el CMOF no constaba la firma del alcalde-presidente y el contrato de SWAP de 15 de septiembre de 2005, 
que contiene únicamente la firma del alcalde-presidente, se suscribió por órgano manifiestamente incompetente, 
dado que lo fue bajo la vigencia del TRLCAP y tenía un valor nominal anual de 2,4 millones de €, superando el 10 % 
de los recursos ordinarios del Presupuesto Municipal vigente.
	 3) Error en el consentimiento por infringir la entidad bancaria los deberes de información al ayuntamiento.
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	 La BM infringió los deberes de información que debía haber respetado con el ayuntamiento, el cual al no gozar 
de la necesaria información no pudo formar adecuadamente su consentimiento o voluntad.
	 No obstante, en el contrato suscrito se indica textualmente, que:
	 “Existe independencia en la decisión de entrar en esta operación, y se declara específicamente que ninguna 
de las partes ha basado su decisión en alguna comunicación verbal o escrita de la otra parte que signifique una 
recomendación o asesoramiento de inversión respecto a esta transacción.
	 Existe la capacidad de evaluar y entender (independientemente o a través de asesoramiento profesional) y de 
hecho se han entendido los términos, condiciones y riesgos de esta operación y voluntariamente se aceptan dichos 
términos y condiciones y se asumen los riesgos inherentes ya sean de índole financiero o de otro tipo”.
	 El 21 de abril de 2014, el Consejo Consultivo de Canarias emitió el Dictamen 138/2014, en el que se recogen las 
deficiencias mencionadas, concluyendo, que:
	 “Las adjudicaciones del Contrato Marco de Operaciones Financieras (CMOF) suscrito el 14 de septiembre de 
2005 y el contrato de confirmación de permuta financiera de tipos de interés (SWAP) suscrito el 15 de septiembre de 
2005, entre el Ayuntamiento de San Bartolomé y la entidad financiera Banca March, son nulas de pleno derecho”.
	 El 29 de abril de 2014, el Pleno municipal adoptó, entre otros, los siguientes Acuerdos:
	 “Segundo.- Declarar nulos de pleno derecho el Contrato Marco de Operaciones Financieras, más conocido 
como SWAPS, de fecha 14 de septiembre de 2005, y el contrato de confirmación operación SWAPS de tipos de 
interés, de 15 de septiembre de 2005, suscritos entre este Ayuntamiento y Banca March.
	 Tercero.- Que las partes se restituyan recíprocamente las cosas que hubiesen recibido en virtud de los mismos, 
correspondiendo a Banca March restituir a este Ayuntamiento en la cantidad de 158.967,87 €, cantidad ésta que 
según certificación de fecha 25 de abril de 2014, expedida por la Interventora Municipal fue abonada por este 
Ayuntamiento a la Banca March”.
	 En sesión celebrada el 30 de junio de 2014 se acordó compensar de oficio, detrayéndose la cantidad cobrada 
indebidamente por importe de 158.968 euros.

	 3. Trámite de alegaciones
	 El presente informe, antes de su aprobación definitiva, ha sido remitido para alegaciones, de conformidad con lo 
establecido en el art. 23 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Audiencia de Cuentas de Canarias.
	 A estos efectos, el proyecto de informe fue remitido a las Entidades objeto de fiscalización, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 43 de la Ley 4/1989, mediante escrito de 2 de noviembre de 2016, concediéndoseles un 
plazo de 5 días hábiles.
	 El 11 de noviembre de 2016 se recibieron las alegaciones del Ayuntamiento de Gáldar y, con la misma fecha, las 
del anterior alcalde del Ayuntamiento de Tías.
	 En el anexo se incorpora la contestación de la Audiencia de Cuentas de Canarias a las mismas.

	 4. Conclusiones y recomendación
	 4.1. Conclusiones.
	 1.- Las operaciones de permuta financiera objeto del presente informe no se enmarcan en el interés general que 
debe perseguir todo gestor público. Igualmente, las operaciones fueron realizadas sin la debida transparencia, no 
reflejándose en las notas de la Memoria de la Cuenta General (epígrafe 2.1).
	 2.- Para la contratación de las operaciones de permuta financiera, las corporaciones prescindieron total y 
absolutamente del procedimiento legalmente establecido y, por ello, al margen de los mecanismos de control interno 
(epígrafe 2.1).
	 3.- Sobre el conjunto de las operaciones de permuta financiera se puede concluir que no se han respetado los 
principios de legalidad, transparencia y buena gestión exigibles en la utilización de los recursos públicos (epígrafe 2.1).
	 El manejo de fondos públicos por los gestores no se ha realizado garantizando su integridad y seguridad; ello no 
impide buscar su máxima rentabilidad, pero minimizando al máximo su riesgo.
	 4.- No consta documentación que justifique las operaciones de permuta financiera realizadas referida tanto a la 
idoneidad del instrumento financiero como a la elección de la entidad en que se materializó la inversión. No constan 
análisis y estudios sobre las mismas (epígrafe 2.1).
	 5.- Los resultados financieros del CMOF de 30 de abril de 2004 y los sucesivos SWAPs suscritos entre el 
Ayuntamiento de Gáldar y el BSCH, supusieron un coste económico de 957.584 euros (subapartado 2.2.1).
	 No resulta correcto para el interés general y para una adecuada y prudente gestión pública que se realice una 
operación de alto riesgo, que ha generado finalmente un coste económico relevante.
	 El menoscabo de recursos públicos derivado de las operaciones de permuta financiera pone de manifiesto una falta 
de la diligencia debida. Se trata de operaciones atípicas dentro del sector público, difícilmente identificadas con la 
consecución de un interés público, con importantes riesgos financieros para la integridad de esos recursos públicos.
	 De los hechos referidos al Ayuntamiento de Gáldar, expuestos en los párrafos anteriores se puede concluir sobre 
la existencia de, al menos, algunas de las notas indiciarias de responsabilidad contable, cuya efectiva determinación 
correspondería examinar, en su caso, al Tribunal de Cuentas. 
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	 No obstante, tras el análisis de la documentación remitida en el período de alegaciones, se ha constatado que la 
corporación ha iniciado las actuaciones judiciales pertinentes tendentes al reintegro de las cantidades indebidamente 
abonadas.
	 6.- En cuanto a los resultados financieros del CMOF de 25 de octubre de 2004 y los sucesivos SWAPs suscritos 
entre el Ayuntamiento de San Bartolomé y el BSCH y la BM, finalmente no supusieron coste alguno para el 
ayuntamiento, al haberse compensado el coste generado para la corporación (subapartado 2.2.2). 

	 4.2. Recomendación.
	 A la vista de lo expuesto a lo largo del informe, y con la finalidad de superar las deficiencias puestas de manifiesto 
y contribuir a una mejora de la gestión, organización, transparencia y control, esta Audiencia de Cuentas en el marco 
de la presente fiscalización, formula la siguiente recomendación:
	 Evitar la realización de operaciones que correspondan a un uso meramente especulativo de los recursos 
financieros, circunstancia ésta que concurre, en aquellas operaciones realizadas en los mercados de opciones cuando 
no tienen finalidad de cobertura.
	 Santa Cruz de Tenerife, a 15 de diciembre de 2016.- El presidente, Rafael Díaz Martínez.

ANEXO

Contestación a las alegaciones

	 A continuación se transcribe un resumen de las alegaciones formuladas y la contestación a las mismas.
	 Para una mayor claridad del presente informe se mencionará, en primer lugar, el resumen de la alegación para, a 
continuación, contestar a la misma y en el caso de las aceptadas, total o parcialmente, se indican las modificaciones 
llevadas a cabo en el Proyecto de informe. 
	 Alegaciones remitidas por D. José Juan Cruz Saavedra, anterior alcalde-presidente del Ayuntamiento de Tías:
	 Resumen: El alegante, en su condición de anterior alcalde del Ayuntamiento de Tías, comunica que a la vista 
del contenido del “proyecto de informe de fiscalización de la Contratación de Derivados Financieros por parte de los 
ayuntamientos, ejercicios 2009-2014”, en el que se determina que el Ayuntamiento de Tías ha quedado excluido de 
la fiscalización porque las operaciones contratadas por el ayuntamiento eran de cobertura de los tipos de interés de las 
operaciones de créditos concertadas, no formula alegación alguna sobre el indicado proyecto de informe de fiscalización. 
	 Contestación: No se trata propiamente de una alegación. En consecuencia, no se acepta la alegación formulada 
no produciendo cambio alguno en el informe.

	 Alegaciones remitidas por D. Teodoro Claret Sosa Monzón, alcalde-presidente del Ayuntamiento de 
Gáldar:
	 Primera alegación.-
	 Epígrafe 2.1. Aspectos Generales
	 Resumen: Tal y como se hace constar en el apartado 2.1 del proyecto de informe de fiscalización de la 
contratación de Derivados Financieros por parte de los ayuntamientos, ejercicios 2009-2014, los contratos de 
permuta financiera de tipos de interés (SWAP) son en la práctica contratos de adhesión en la que la corporación no 
puede convenir con la entidad financiera negociación alguna de su clausulado, de tal forma que el ayuntamiento 
se limitó, simplemente a adherirse al contenido del mismo. En el mismo apartado se pone de manifiesto que tales 
circunstancias lleva “aparejado que la posición de fuerza dominante que la entidad financiera ostenta frente al 
cliente, la ejerza posicionándose jurídicamente en una mejor situación que el Ayuntamiento en el contrato.”.
	 Contestación: Lo alegado confirma lo puesto de manifiesto en el proyecto de informe, en el que se indica: “que 
nos situamos ante lo que la doctrina denomina contrato-tipo, un contrato de adhesión en el que la Corporación no 
convino con la entidad financiera negociación alguna del clausulado del SWAP ni de los tipos de interés establecidos 
para cada periodo. Por tanto, se limitó, simplemente a adherirse al contenido del mismo.
	 Lo que lleva aparejada que la posición de fuerza dominante que la entidad financiera ostenta frente al cliente, 
la ejerza posicionándose jurídicamente en una mejor situación que el Ayuntamiento en el contrato.
	 Al ser redactado unilateralmente por la entidad financiera se producen renuncias a derechos y exclusiones de 
facultades del Ayuntamiento que la posicionan en una situación claramente más ventajosa.”
	 No se trata propiamente de una alegación, ya que confirma lo expuesto en el proyecto de informe. En consecuencia, 
no se acepta la alegación formulada no produciendo cambio alguno en el informe.

	 Segunda alegación.-
	 Epígrafe 2.1. Aspectos Generales
	 Resumen: La naturaleza jurídica sumamente compleja del producto, la cual se pone de manifiesto en las 
resoluciones judiciales y dictámenes de distintos Consejos Consultivos, fue la causa de que la firma de los contratos 
se hiciera en la forma que consta en el proyecto de informe, sin que pueda olvidarse nunca que se trataba de 
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un producto que en la mayoría de las ocasiones estaba asociado a otras operaciones o contratos ya formalizados 
con la misma entidad financiera. En la fecha en la que se firman los contratos existían discusiones doctrinales en 
torno a la naturaleza privada o pública del contrato, a la necesidad de someterlo o no a la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas, e incluso sobre la cuestión relativa a la competencia del órgano que estaba facultado 
para suscribirlo.
	 Ha sido posteriormente, una vez concluyen los primeros procedimientos administrativos y judiciales en orden 
a declarar la nulidad de estos contratos, cuando se ha arrojado luz sobre la naturaleza de los contratos y la forma 
correcta en que se debieron suscribir, pero debe quedar claro que jamás ha tenido esta corporación y quien la preside 
(sin perjuicio de la responsabilidad de quienes me precedieron en el cargo), la intención o voluntad de prescindir del 
procedimiento, de eludir controles internos, de infringir los principios de legalidad, transparencia o buena gestión y 
mucho menos la de poner en riesgo los recursos públicos. 
	 Contestación: De acuerdo con lo dispuesto, tanto en el TRLCAP como en la LCSP (normativa de contratos 
aplicable en el momento de la realización de los contratos), los servicios bancarios y de inversiones (art. 206.6 
del TRLCSP y anexo II de la LCSP) están tipificados como contratos privados (art. 20.1) de suministros (art. 9), 
siéndoles, en todo caso, aplicable dicha normativa en cuanto a las fases de preparación y adjudicación se refiere; 
por lo tanto, al realizarse la contratación de los SWAPs al margen de lo dispuesto en la normativa aplicable, el 
contrato formalizado por la corporación es nulo de pleno derecho (arts. 62.1 del TRLCAP y 62.1 e) de la LRJAP y 
PAC), dado que se realizó prescindiendo total y absolutamente del procedimiento y al margen de los mecanismos de 
control legalmente establecidos. 
	 El CMOF firmado el 30 de abril de 2004, por el alcalde-presidente, lo fue cuando estaba vigente el TRLCAP, 
así como para las “Operaciones de Permuta Financiera de Tipos de Interés” suscritas el 15 de octubre de 2007, 
por importe de 1,5 millones de € y duración cinco años; y el 18 de abril de 2008, por importe de 4,5 millones de 
€ y duración cuatro años, de las que no consta contrato y se acuerda su cancelación anticipada en el “Contrato 
de confirmación de permuta financiera de tipo de interés” de 30 de junio de 2010, por importe 6 millones de € y 
duración cuatro años, siendo aplicable a esta última confirmación la LCSP.
	 Del mismo modo, cabe indicar que al alcalde-presidente, en virtud de lo dispuesto tanto en el art. 21.1 ñ) de la 
Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local (vigente hasta el 29 de abril de 2008), como 
en la disposición adicional segunda de la LCSP, le corresponde la competencia para realizar contratos privados 
siempre que su importe no supere el 10% de los recursos ordinarios del presupuesto ni, en cualquier caso, los seis 
millones de euros, incluidos los de carácter plurianual, cuando su duración no sea superior a cuatro años (en el resto 
de los casos, dicha competencia corresponde al Pleno, según el párrafo segundo de la citada disposición adicional), 
y, comoquiera que en el presente supuesto el precio del contrato superaba ese 10% de los recursos ordinarios (la 
cuantía del contrato es el precio del mismo, seis millones de euros, y no el importe de las indemnizaciones generadas 
a su amparo), el órgano competente para suscribir el contrato era el Pleno, y no el alcalde-presidente, que invadió 
las competencias reservadas a aquél. 
	 En consecuencia, no se acepta la alegación formulada ya que no aporta datos sobre el epígrafe analizado, no 
produciendo cambio alguno en el informe.

	 Tercera alegación.-
	 Subapartado 2.2.1 Ayuntamiento de Gáldar
	 Resumen: A pesar de haber vencido el último contrato de permuta financiera el 2 de julio de 2014, por esta 
Alcaldía se solicitó informe jurídico a un Letrado especialista en Derecho Mercantil y Economista sobre la legalidad 
de los contratos formalizados por el ayuntamiento con el Banco Santander, a raíz del CMOF en el año 2004, y 
especialmente de Permuta Financiera de tipo de interés (swap tipo fijo escalonado) de 30 de junio de 2010 por 
importe de 6 millones de euros y vencimiento el 2 de julio de 2014; y sobre la posibilidad de ejercer la acción de 
nulidad de dichos contratos. 
	 Como quiera que en dicho informe, emitido con fecha de 8 de julio de 2016, se concluye que la adjudicación del 
CMOF de 30 de abril de 2004 y los sucesivos contratos de permuta financiera de tipo de interés de 18 de abril de 
2008 y 30 de junio de 2010, suscritos entre el ayuntamiento y el Banco Santander, es nula de pleno derecho, y que 
cabe la formulación de la acción de nulidad ante la Jurisdicción Civil, por resolución de esta Alcaldía de 28 de julio 
de 2016 se acordó la interposición de las acciones judiciales pertinentes contra la entidad Banco Santander S.A. 
para que se declare la nulidad de los contratos y se solicite el reembolso o reintegro de las cantidades satisfechas 
indebidamente; designando a un Letrado y a un Procurador para que, respectivamente, asuman la dirección legal y 
representación procesal del ayuntamiento en el procedimiento judicial que actualmente se encuentra en tramitación.
	 En el anexo adjunto se incorpora el referido informe jurídico y la resolución de la Alcaldía que se acompañan a 
las presentes alegaciones.
	 Contestación: Del análisis de la documentación que se adjunta en esta alegación se comprueba que, con 
posterioridad a la fecha de emisión del proyecto de informe, el Ayuntamiento de Gáldar solicitó informe jurídico a 
un Letrado especialista en Derecho Mercantil y Economista sobre la legalidad de los contratos formalizados por el 
ayuntamiento con el Banco Santander, a raíz del CMOF en el año 2004, y especialmente de Permuta Financiera de 
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tipo de interés (swap tipo fijo escalonado) de 30 de junio de 2010 por importe de 6 millones de euros y vencimiento 
el 2 de julio de 2014; y sobre la posibilidad de ejercer la acción de nulidad de dichos contratos. 
	 En el informe jurídico emitido el 8 de julio de 2016, se concluye que la adjudicación del CMOF de 30 de abril 
de 2004 y los sucesivos contratos de permuta financiera de tipo de interés de 18 de abril de 2008 y 30 de junio de 
2010, suscritos entre el ayuntamiento y el Banco Santander, es nula de pleno derecho, y que cabe la formulación 
de la acción de nulidad ante la Jurisdicción Civil; por resolución de esta Alcaldía de 28 de julio de 2016 se acordó 
la interposición de las acciones judiciales pertinentes contra la entidad Banco Santander S.A. para que se declare la 
nulidad de los contratos y se solicite el reembolso o reintegro de las cantidades satisfechas indebidamente; designando 
al Letrado que emite el informe jurídico y a un Procurador para que, respectivamente, asuman la dirección legal y 
representación procesal del ayuntamiento en el procedimiento judicial a tramitar.
	 Por tanto, se acepta la alegación formulada y se incluye un penúltimo párrafo en el subapartado 2.2.1., página 
15, con la siguiente información aportada por el Ayuntamiento de Gáldar.
	 “El informe jurídico que se emite el 8 de julio de 2016 concluye que la adjudicación del CMOF de 30 de abril 
de 2004 y los sucesivos contratos de permuta financiera de tipo de interés de 18 de abril de 2008 y 30 de junio de 
2010, suscritos entre el ayuntamiento y el Banco Santander, es nula de pleno derecho, y que cabe la formulación de 
la acción de nulidad ante la Jurisdicción Civil.
	 Mediante resolución del alcalde de 28 de julio de 2016 se acordó la interposición de las acciones judiciales 
pertinentes contra la entidad Banco Santander S.A. para que se declare la nulidad de los contratos y se solicite el 
reembolso o reintegro de las cantidades satisfechas indebidamente; designando al Letrado que emite el informe 
jurídico y a un Procurador para que, respectivamente, asuman la dirección legal y representación procesal del 
ayuntamiento en el procedimiento judicial a tramitar”.

	 Cuarta alegación.-
	 Epígrafe 3.1. Conclusiones
	 Conclusión nº 5 
	 Resumen: Como quiera que en las conclusiones del proyecto de informe se señala que de los hechos referidos 
a este ayuntamiento se puede deducir una posible responsabilidad contable (cuya determinación correspondería 
al Tribunal de Cuentas), conviene recordar que la Sala de Apelación de dicho Tribunal (Sentencia 1/2011, de 1 de 
marzo) ha declarado que la administración irregular de los recursos públicos no genera, por sí sola, responsabilidades 
contables, sino que, entre otros requisitos es necesario que se constate un menoscabo en caudales o efectos públicos 
individualizados. La propia Sala ha señalado (Sentencia 19/2010, de 17 de mayo) que la responsabilidad contable 
no cabe considerarla de carácter sancionador ni tiene por objeto censurar la gestión que se ha hecho de los fondos 
públicos siendo insuficiente que se haya cometido una irregularidad en la gestión de dichos fondos, sino que debe 
probarse que como consecuencia de esa irregularidad se ha producido un menoscabo.
	 Si tal menoscabo se hubiera producido como consecuencia de la firma de unos contratos de permuta financiera 
tan atípicos y complejos como a los que nos hemos referido, lo cierto es que el ayuntamiento ya ha emprendido 
las acciones judiciales pertinentes en orden a reclamar el reembolso o reintegro de las cantidades indebidamente 
abonadas, por lo que en todo caso habrá que valorar dicha medida y estar al resultado de la acción judicial interpuesta.
	 Contestación: El proyecto de informe, en su conclusión número cinco, señala que los resultados financieros 
del CMOF de 30 de abril de 2004 y los sucesivos SWAPs suscritos entre el Ayuntamiento de Gáldar y el BSCH, 
supusieron un coste económico de 957.584 euros.
	 Así mismo indica que el menoscabo de recursos públicos derivado de las operaciones de permuta financiera 
pone de manifiesto una falta de la diligencia debida. Se trata de operaciones atípicas dentro del sector público, 
difícilmente identificadas con la consecución de un interés público, con importantes riesgos financieros para la 
integridad de esos recursos públicos.
	 De estos hechos, referidos al Ayuntamiento de Gáldar se puede concluir sobre la existencia de, al menos, algunas 
de las notas indiciarias de responsabilidad contable, cuya efectiva determinación correspondería examinar, en su 
caso, al Tribunal de Cuentas. Todo ello, sin perjuicio de la posible concurrencia de otro tipo de responsabilidades.
	 Por tanto, analizada la información remitida se añade el siguiente párrafo a la conclusión número 5: “No obstante, 
tras el análisis de la documentación remitida en el periodo de alegaciones, se ha podido constatar que la corporación 
ha iniciado las actuaciones judiciales pertinentes tendentes al reintegro de las cantidades indebidamente abonadas, 
por lo que, sin modificar el contenido originario de la conclusión, se hace constar en la misma tal circunstancia.
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